
Puerto Montt, veintiséis de septiembre de dos mil veinticinco

VISTO.

I.- En cuanto al recurso de Apelación de [Mario]:

Se  reproduce  la  sentencia  en  alzada  su  parte  expositiva  y  considerandos.  Y  se  tiene,

además, presente:

PRIMERO: Que con fecha uno de abril  de dos mil  veinticinco se ha dictado sentencia

definitiva de primer grado por el Juzgado de Familia de Puerto Montt, en causa ROL C-117-2023,

que acogió la demanda de cuidado personal interpuesta por [MARIO] en contra de [LEONOR],

declarando que el cuidado personal de [DAMIÁN] lo tiene su padre; y rechazó la demanda de

alimentos interpuesta por [LEONOR] en contra de [MARIO].

Que  la  parte  demandante  de  cuidado  personal  impugna  parcialmente  la  sentencia

definitiva dictada en fecha uno de abril  de dos mil  veinticinco, circunscribe su impugnación al

numeral 5° del resolutivo de la citada sentencia definitiva, en cuanto fija el régimen de relación

directa y regular entre la progenitora y el niño [Damián], sosteniendo que, si bien corresponde al

juez  determinar  la  forma  del  régimen  comunicacional  del  progenitor  no  custodio,  ello  debe

realizarse con estricto apego al interés superior del niño, su derecho a ser oído y la evolución de

sus facultades,  conforme a los artículos 225 inciso 6°,  225-2 y 229 del  Código Civil  y a  la  Ley

N°21.430, debiendo el tribunal considerar, de manera expresa y diferenciada, los factores legales

(edad, vínculos efectivos, régimen de cuidado personal vigente y demás circunstancias relevantes).

Afirma que la sentencia sí analizó dichos parámetros para decidir el cuidado personal —

que se acogió a favor del padre, por la estabilidad emocional de éste, las habilidades parentales

evidenciadas, los avances del niño en rutinas y hábitos, y la mejora de su asistencia escolar—, pero

no efectuó un examen equivalente, específico y completo para diseñar el régimen comunicacional,

a  pesar  de  constar  en  el  proceso  pericias  psicológicas  y  antecedentes  que  dan  cuenta  de  la

conflictiva  relación  parental,  la  mala  comunicación  entre  los  progenitores  y  la  necesidad  de

protocolos de entrega en sede neutral (tribunal y, luego, afueras del establecimiento educacional).

Alega que el diseño actual —“tres primeros fines de semana del mes”, con devolución

dominical  a  las  18:30—  genera  incertidumbres  materiales  y  fomenta  incidencias,  por  cuanto

existen meses con más de cuatro semanas y no se han fijado con precisión las horas y modalidades

del  régimen  extraordinario  (vacaciones,  Fiestas  Patrias,  Navidad  y  Año  Nuevo),  lo  que

históricamente  ha  derivado  en  interpretaciones  divergentes,  reclamos  y  eventuales

incumplimientos que afectan la integridad y estabilidad del niño. 



Enuncia un perjuicio práctico consistente en la alta probabilidad de nuevos conflictos —

agravados  por  denuncias  cruzadas  de  VIF  y  la  propia  dinámica  litigiosa—,  que  sólo  pueden

mitigarse mediante una regulación más ordenada, detallada y previsible. Por ende, solicita que la

Corte confirme la sentencia en lo principal (cuidado personal a favor del padre), pero la modifique

en el régimen comunicacional, estableciendo: i) fines de semana alternos, asignados a la madre en

las semanas pares del año, desde el viernes a la salida de clases hasta el lunes con reintegro al

colegio, entre marzo y diciembre; ii) un régimen extraordinario con tramos temporales cerrados y

puntos de entrega en el exterior del establecimiento educacional (primera semana de vacaciones

de invierno; segunda semana de enero y segunda de febrero en verano; Fiestas Patrias los días 18

y  19  en  forma  alternada  desde  2025;  y  Navidad/Año  Nuevo  alternados  con  horarios

determinados).  Concluye  que  tal  precisión  normativa  es  la  única  vía  para  asegurar  certeza,

continuidad  afectiva  y  efectiva  tutela  del  interés  superior  del  niño,  reduciendo  al  mínimo  la

fricción parental y resguardando el adecuado desarrollo del hijo.

SEGUNDO: Que la sentencia de primer grado en análisis acogió la demanda de cuidado

personal paterno sobre la base de elementos objetivos: estabilidad emocional del padre; avances

del niño en su desarrollo, adquisición de rutinas y hábitos; asistencia escolar activada; y evaluación

psicológica tratante favorable al statu quo cautelar transformado en solución definitiva. 

Tales  hechos,  asentados  con  prueba  suficiente,  constituyen  el  marco  fáctico  que

condiciona la regulación del régimen comunicacional con la madre. En este sentido cabe indicar

que el régimen de relación directa y regular no es un fin en sí  mismo, sino un instrumento al

servicio del bienestar del niño, cuya adecuación debe leerse en conjunto con el arreglo de cuidado

personal,  evitando  desarticular  los  soportes  cotidianos  (hábitos,  redes  de  apoyo,  trayectorias

educativas y de salud) que le brindan seguridad. 

En la especie, la remisión que el propio recurso realiza al considerando décimo quinto del

fallo (que, entre otros, destaca la estabilidad paterna, el apego y los avances del niño), refuerza

que la judicatura ponderó correctamente el plexo de criterios del artículo 225-2 del Código Civil, lo

que impide sostener que la regulación del numeral 5° de lo resolutivo de la sentencia en análisis

sea ajena o indiferente a dicho marco. 

Por el contrario, el régimen fijado –tres primeros fines de semana del mes, intercambio en

el  establecimiento  educacional,  distribución  razonable  en  vacaciones  y  fiestas–  equilibra

continuidad y  presencia materna,  maximizando certidumbres prácticas y reduciendo fricciones

logísticas, acorde con el interés superior del niño y su autonomía progresiva.



TERCERO: Que la parte apelante sostiene que la determinación de “los tres primeros fines

de semana del mes” y la falta de horarios específicos para los eventos extraordinarios generaría

confusiones,  incumplimientos  y  nuevas  incidencias,  proponiendo,  en  cambio,  una  regulación

alternada por semanas pares e impares con horarios exhaustivos. 

Dicha tesis  no puede prosperar  porque el  régimen impugnado contiene un núcleo de

certeza suficiente: identifica con precisión los períodos ordinarios (tres primeros fines de semana

del mes, con retiro a la salida del colegio y reintegro en día y hora definidos), las entregas en punto

neutral  seguro  (las  afueras  del  establecimiento  educacional)  y  las  pautas  extraordinarias

(vacaciones invernales, quinces de enero, Fiestas Patrias y celebraciones de fin de año alternadas).

Por otra parte, cabe destacar que la experiencia forense en materias de familia advierte

que la sobre regulación de detalle, más que prevenir, suele incentivar la litigiosidad, rigidiza una

dinámica que debe acompañar la evolución del niño y complejiza el cumplimiento, especialmente

cuando coexisten tensiones parentales.  La normativa sectorial  vigente propicia una regulación

suficiente  y  adaptable,  dejando a  la  coordinación parental  (con apoyo de mediación,  si  fuere

necesario)  la  resolución  de  microcontingencias,  con  la  posibilidad  de  ajustes  ulteriores  si

sobrevienen cambios significativos. 

Además, la alternativa de semanas “pares” implicaría trasladar al plano del régimen una

lógica ajena a los calendarios escolares y laborales; el modelo adoptado por la Jueza a quo, al

anclar  retiro  y  devolución  a  la  rutina  escolar  y  a  periodos  naturales  del  calendario,  reduce

ambigüedades y protege la estabilidad cotidiana del niño, que es el parámetro axial.

CUARTO: Que, confrontado el régimen establecido con los criterios legales, se constata: (i)

Vinculación afectiva y apego: los antecedentes dan cuenta de una relación paterna consistente y

de avances del niño bajo su cuidado, sin menoscabo de la relevancia del vínculo materno que el

régimen estimula con alta frecuencia; (ii) Aptitud parental y entorno: la estabilidad del padre, la

red de apoyo y la estructura de rutinas y asistencia educativa vigente aconsejan mantener la base

organizativa; (iii) Contribución y corresponsabilidad: existen respaldos de aportes y cobertura de

salud;  el  régimen adoptado  potencia  la  participación  materna,  pero  resguarda  la  continuidad

cotidiana; (iv) Cooperación: el historial de tensiones y certificaciones de incumplimiento justifica

que el intercambio sea en punto neutral y que la regla tenga simplicidad operativa; (v) Dedicación

efectiva:  la  distribución  de  fines  de  semana  y  periodos  festivos  asegura  presencia  materna

significativa y periódica; (vi) Informes técnicos: su valoración fue integrada al razonamiento; (vii)



Autonomía  progresiva:  la  solución  es  compatible  con  la  evolución  de  las  facultades  del  niño,

permitiendo ajustes futuros. 

En suma, la decisión es coherente con el estatuto de garantías de la niñez, que impone

preferir la alternativa de mayor eficacia protectora y de menor riesgo para el bienestar integral del

niño, sin convertir el régimen en un campo de disputa formalista.

QUINTO: Que  las  restricciones  o  suspensiones  del  régimen comunicacional  deben ser

excepcionales,  fundadas  y  temporalmente  acotadas,  y  que  la  regulación  debe  propender  a

reanudar y consolidar el vínculo en términos compatibles con la seguridad emocional del niño. Así

cabe  apreciar  el  rol  del  juez  de  familia  en  diseñar  soluciones  pragmáticas  y  proporcionales,

evitando tanto la indeterminación como la sobrerregulación. 

En este marco, confirmar un régimen claro, frecuente y operativo –como el impugnado–

se ajusta a la tendencia protectora de los niños, niñas y adolescentes,  asegurando la efectiva

vigencia del derecho del niño a mantener vínculos estables con ambos progenitores, sin sacrificar

la estabilidad que proporciona la organización cotidiana lograda bajo el cuidado personal paterno. 

Asimismo, el principio de proporcionalidad exige preferir arreglos que, sin desnaturalizar el

cuidado  personal  vigente,  incrementen  de  manera  gradual  y  monitoreable  los  espacios  de

encuentro y promuevan su continuidad en el tiempo, pues el objetivo del régimen no es premiar o

castigar a los adultos, sino proteger la trayectoria vital del hijo y su desarrollo afectivo, social y

educativo. 

De igual modo, la previsión de entregas en punto neutral y el anclaje en la rutina escolar

constituyen salvaguardas  útiles  frente  a  eventuales  episodios  de conflictividad,  al  tiempo que

facilitan  la  fiscalización  y  el  cumplimiento  coactivo  si  fuere  necesario,  todo  lo  cual  resulta

consistente con los artículos 225-2 y 229 del Código Civil y con los artículos 10 y 11 de la Ley

21.430.

SEXTO: Que, por todo lo razonado, a juicio de estos sentenciadores la sentencia apelada

contiene una adecuada motivación fáctica y jurídica; pondera los criterios legales y convencionales

pertinentes;  adopta  un régimen de relación directa  y  regular  idóneo para  proteger  el  interés

superior  del  niño;  y  establece  salvaguardas  prácticas  que  reducen la  conflictividad  parental  y

favorecen el cumplimiento, sin excluir eventuales ajustes futuros por la vía legal pertinente en

caso de variaciones relevantes debidamente justificadas. 

La  apelación,  centrada  en  la  supuesta  “falta  de  certeza”  y  en  la  pretensión  de  un

calendario alternado por semanas pares con horarios rígidos, no demuestra error de derecho ni



carencia  de  fundamentación,  ni  acredita  que  su  propuesta  mejore  el  bienestar  del  niño  o

disminuya  los  riesgos  operativos  identificados.  Antes  bien,  la  solución  impugnada  armoniza

continuidad y  coparentalidad efectiva,  alinea el  intercambio con la  rutina escolar  y  distribuye

razonablemente vacaciones y festividades. 

En consecuencia, esta Corte rechazará el recurso de apelación interpuesto por la parte

demandante, y confirmará íntegramente –en lo que fue materia del recurso– el numeral 5° del

resolutivo de la sentencia de uno de abril de dos mil veinticinco.

II.- En cuanto al recurso de Apelación de [Leonor]: 

Se  reproduce  la  sentencia  en  alzada  su  parte  expositiva  y  considerandos.  Y  se  tiene,

además, presente:

SÉPTIMO: Que  el  Abogado  Cesar  Alejandro  Garnica  González,  en  representación  de

[Leonor], interpone recurso de apelación en contra de la citada sentencia definitiva de fecha uno

de abril de dos mil veinticinco, que acogió la demanda de cuidado personal a favor del padre y

rechazó la  demanda de alimentos de la  madre,  por  estimar que dicha resolución le  irroga un

perjuicio relevante tanto a su persona como al hijo menor de los litigantes. 

La parte apelante solicita la revocación de la sentencia impugnada y el restablecimiento

del cuidado personal en la madre, con fundamento en los siguientes ejes: (i) infracción a las reglas

de valoración conforme a la sana crítica al otorgar preeminencia decisoria a peritajes psicológicos

y  testimonios  carentes  de  objetividad,  inmediación  y  rigor  metodológico;  (ii)  desatención  de

prueba clínica, educacional y documental que da cuenta del vínculo de apego primario, cuidado

continuado y entorno protector brindado históricamente por la madre, así como de afectaciones

del niño tras el traslado al cuidado paterno; (iii) omisión del enfoque de interés superior del niño y

de perspectiva de género, especialmente relevantes ante la condición TEA del hijo menor y el

reconocimiento  administrativo  de  la  madre  como  cuidadora  principal;  y  (iv)  vulneración  de

garantías procesales por incorporación y ponderación de antecedentes impertinentes o sesgados

relativos a la vida privada de la madre y a litigios ajenos, todo ello con efecto revictimizante.

En lo probatorio, alega que el peritaje de habilidades parentales se elaboró sin entrevista

directa  a  la  madre,  sobre  la  base  de  insumos  unilaterales  del  demandante  y  de  terceros

interesados (ex cónyuge en conflicto, su abogado, trabajadora doméstica y el propio padre), e

incluso con referencia a piezas procesales de causas reservadas, lo que compromete su objetividad

y validez. 



Sostiene que el  tribunal  omitió ponderar fichas clínicas y  antecedentes educativos que

acreditan cuidados oportunos, continuidad terapéutica y el surgimiento de indicadores de estrés

(alopecia  areata,  descompensación  socioemocional  y  regresión  escolar)  durante  el  régimen

provisorio  con  el  padre.  Reprocha,  además,  la  centralidad  otorgada  a  testimonios  hostiles  o

carentes  de  vinculación  actual  con  el  niño  —en  particular,  el  del  ex  marido—  y  destaca

contradicciones internas en la prueba de la contraparte (p. ej., reconocimiento tardío del menor

por familiares paternos,  delegación del cuidado en tercera persona sin formación específica, y

ausencia de canales fluidos de comunicación con la madre ante eventuales emergencias).

En lo normativo, aduce inobservancia de la Convención sobre los Derechos del Niño, de la

Ley  N°21.430  y  de  la  Ley  N°21.545,  en  cuanto  a  la  necesidad  de  privilegiar  continuidad  de

cuidados, estabilidad afectiva, rutinas y apoyos especializados propios de la neurodivergencia, así

como de incorporar perspectiva de género para evitar violencia institucional y probatoria contra la

madre. 

Concluye  que  la  sentencia  desconoce  el  estándar  del  interés  superior  del  niño  al

sobredimensionar factores materiales por sobre el  vínculo de apego y la historia de cuidados,

solicitando se revoque lo resuelto y se restituya el cuidado personal a la madre, con regulación de

un régimen de relación directa y regular acorde a las necesidades del niño.

OCTAVO: Que el interés superior del niño constituye el eje rector de toda decisión relativa

al cuidado personal (artículos 222, 224, 225 y 225-2 del Código Civil). La Ley 21.430 refuerza dicho

mandato, definiéndolo como derecho, principio y regla de procedimiento que exige evaluar todas

las circunstancias relevantes del caso concreto y optar por la alternativa que mejor satisfaga los

derechos del niño, asegurando decisiones fundadas y transparentes. 

La sentencia apelada no se construye desde los derechos de los adultos, sino desde la

centralidad del  niño,  ponderando i)  su  vinculación afectiva con ambos progenitores  y  familias

extensas;  ii)  la  necesidad  de  estabilidad  y  continuidad  de  cuidados;  iii)  la  aptitud  de  cada

progenitor  para  proporcionar  un  entorno  predecible,  seguro  y  ajustado  a  sus  necesidades

evolutivas; iv) la colaboración efectiva del padre en la manutención; y v) la incidencia de conductas

obstructivas maternas en la relación paterno-filial. 

La judicatura a quo explicitó los criterios del artículo 225-2 —no de modo formalista sino

funcional—,  y  optó  por  mantener  el  statu  quo protector  que  venía  consolidándose,  a  fin  de

resguardar  la  estabilidad  del  niño  y  encauzar  la  conflictividad  parental  mediante  un  régimen

comunicacional claro. La apelación, por su parte, propone una lectura adultocéntrica y reparatoria



de agravios maternos, sin demostrar, con base empírica suficiente, que la alteración del régimen

fijado optimice los derechos del niño; antes bien, los antecedentes revelan que la continuidad del

cuidado personal atribuido favorece su bienestar inmediato y proyectivo. 

NOVENO: Que la vinculación afectiva del niño con ambos progenitores y sus respectivas

familias extensas es un dato asentado por la prueba testimonial y pericial. La judicatura de primer

grado razonó que el conflicto interparental ha opacado dicha vinculación, pero que ello no enerva

la constatación de lazos significativos con padre y madre. 

En materia de cuidado personal, la continuidad de cuidados y la estabilidad del entorno

adquieren singular relevancia: no se trata solo de evaluar aptitudes abstractas, sino de ponderar

quién  ha  podido  —y  puede—  asegurar  un  marco  cotidiano  consistente  (rutinas,  contención

emocional, apoyos escolares/terapéuticos, coordinación con redes familiares y de salud). 

La sentencia apelada ponderó estos factores y verificó que, bajo el esquema vigente, el

niño ha consolidado hábitos, red de apoyo y estructura de cuidados que se verían razonablemente

expuestos a disrupción si se alterase el statu quo. 

A su turno, la apelante no acreditó que el entorno paterno fuese inidóneo, riesgoso o

destabilizante  en  términos  que  hicieran  imprescindible  el  traspaso  del  cuidado  personal;  sus

objeciones se vinculan, más bien, con discrepancias respecto de decisiones prácticas (personas de

apoyo, organización doméstica, o interpretación de informes), las que no alcanzan el estándar de

«causa calificada» para alterar el régimen asentado. 

La continuidad y la previsibilidad, en casos de alta conflictividad parental, actúan como

factores protectores del desarrollo del niño, por lo que, conforme al artículo 225-2, y a la luz de la

prueba, resulta más conforme a su interés superior mantener la atribución del cuidado personal y

reforzar un régimen comunicacional eficaz y vigilable.

DÉCIMO: Que la apelante cuestiona la idoneidad de los informes periciales —psicológicos

y  de habilidades parentales— por supuestas  falencias  metodológicas  (ausencia de entrevistas,

sesgos, carencia de pruebas estandarizadas, supuesta parcialidad de informantes). Sin desconocer

que todo peritaje debe someterse a control de confiabilidad y validez, lo cierto es que el fallo de

primer  grado  no  se  fundó  exclusiva  ni  decisivamente  en  un  único  informe,  sino  en  un  haz

convergente  de  antecedentes:  testimonios  de  ambas  partes,  documental  diversa  (incluyendo

certificados oficiales y constancias), informes técnicos y comunicaciones entre los progenitores. 

La sana crítica exige valorar la prueba en conjunto, no aislarla; además, la ausencia de

determinadas  técnicas  psicométricas  no  invalida  per  se  la  utilidad  forense  de  observaciones



clínicas, entrevistas contextuales o análisis de funcionamiento familiar, cuando éstas se triangulan

con otras fuentes y se someten a contradicción. 

La apelación no logra demostrar contradicciones internas insalvables ni errores lógicos en

las  inferencias  de  la  Jueza  a  quo;  se  limita  a  oponer  una  inferencia  alternativa,  sin  respaldo

empírico robusto capaz de generar duda razonable sobre la racionalidad del iter valorativo. 

Dado que la judicatura explicitó por qué otorgó mayor peso a aquellos antecedentes que

dan cuenta de estabilidad, cooperación en la manutención y capacidad organizativa, y por qué

restó  eficacia  a  alegaciones  no  corroboradas  (p.  ej.,  que  determinados  apoyos  domésticos

carecerían de idoneidad),  no se advierte infracción a los principios científicos de la evaluación

familiar ni a la lógica de la sana crítica.

DÉCIMO  PRIMERO: Que  la  apelación  sostiene  que  el  niño  habría  sufrido  deterioros

significativos en su regulación emocional tras quedar al cuidado del padre (pérdida de hábitos,

regresiones, alopecia por estrés), y que ello impondría revertir el cuidado personal. Sin embargo,

la Jueza a quo razonó, con base en los antecedentes, que las necesidades específicas del niño

requieren  estructura,  previsibilidad  y  coordinación  interinstitucional  (familia,  establecimiento

educacional y salud), cuestiones que el régimen vigente ha permitido sostener. 

Los episodios de estrés referidos no fueron acreditados con prueba clínica concluyente

que estableciera una relación causal necesaria con el cambio de cuidador, ni se demostró que el

entorno paterno hubiese desatendido controles, tratamientos o adaptaciones razonables. 

La  sola  coexistencia  temporal  de  síntomas  con  un  cambio  de  residencia  no  basta,

conforme a la  sana crítica,  para inferir  causalidad;  se requiere demostración de negligencia o

inidoneidad, lo que no acontece. Por el contrario, la sentencia destacó la disposición del padre a

coordinar  apoyos,  el  cumplimiento  de  obligaciones  y  la  mantención  de  redes  familiares  y

escolares. 

En tal cuadro, la alteración del cuidado personal, lejos de ser una medida proporcional y

necesaria en términos de la Ley 21.430, podría agravar la inestabilidad del niño. Procede, más

bien,  fortalecer  el  régimen  comunicacional  y  los  canales  de  cooperación  coparental,  con

directrices claras de coordinación terapéutica, sin sacrificar la continuidad protectora vigente.

DÉCIMO SEGUNDO: Que la apelación invoca la existencia de causas penales o denuncias

como base para cuestionar la idoneidad paterna, empero tales antecedentes, o bien concluyeron

con decisiones no condenatorias, o bien carecen de entidad probatoria suficiente para transformar

el análisis de familia en un juicio de reproche penal. 



La Jueza a quo tuvo a la vista actuaciones de garantía y su resultado, razonando que la sola

pendencia o tramitación de causas no determina, por sí, inhabilidad parental, menos cuando los

hechos que se alegan no han sido demostrados con la suficiencia exigible. El parámetro en familia

no es la culpabilidad penal sino la protección integral del niño, medida en su bienestar concreto. 

No se  acreditó exposición a  violencia actual,  ni  cuadros  de riesgo que impongan,  con

carácter  urgente  y  proporcional,  la  alteración  del  cuidado  personal.  De  este  modo,  resulta

conforme a derecho y al  principio de necesidad —Ley 21.430— mantener el  régimen vigente,

reforzando medidas de coordinación y protección adecuadas al contexto. 

Tampoco basta, para sostener lo contrario, la sola existencia de denuncias, órdenes de

investigar o medidas provisorias decretadas en otra sede, pues su naturaleza provisional impide

otorgarles efectos anticipados de culpabilidad; menos aún cuando han sido dejadas sin efecto o no

culminaron en acusación formal. 

La  independencia  funcional  entre  el  derecho  penal  y  el  derecho  de  familia  obliga  a

ponderar con autonomía los riesgos actuales, graves y verosímiles que pudieran afectar al niño, a

partir de antecedentes idóneos, convergentes y contemporáneos, lo que aquí no ocurre. 

La Ley 21.430, en sus reglas de necesidad, idoneidad y proporcionalidad de las medidas de

protección,  exige  que cualquier  modificación  del  cuidado personal  responda  a  una  necesidad

demostrada y no a meras aprensiones subjetivas o a conflictos parentales no acreditados. 

DÉCIMO TERCERO: Que la apelación atribuye a la sentencia una supuesta discriminación

de género y  violencia institucional,  por  haber considerado —entre otros— la participación de

redes de apoyo doméstico en el hogar paterno. Sin embargo, la equidad de género en familia exige

valorar  con  igual  criterio  los  apoyos  y  corresponsabilidades,  sin  estereotipos,  atendiendo  al

resultado protector en favor del niño. 

No puede confundirse la legítima mirada de género —que repudia sesgos y roles rígidos—

con una presunción de inidoneidad de quien utiliza apoyos de cuidado, máxime cuando dichos

apoyos se integran a una red paterna amplia y estable que favorece la continuidad de rutinas y

terapias. 

En efecto, el artículo 225-2 del Código Civil —letras a), d), e), i) y j)— orienta a ponderar la

estabilidad del entorno, la continuidad de cuidados y el soporte familiar disponible, de modo que

el uso de redes de apoyo, lejos de constituir un indicio negativo en sí mismo, puede revelar una

adecuada corresponsabilidad y organización cotidiana, siempre que exista supervisión parental

efectiva y coordinación con los servicios de salud y educación. 



La decisión apelada no desprecia la  condición materna ni  sus esfuerzos;  pondera,  con

parámetros normativos, qué configuración de cuidados sirve mejor el interés del niño hoy, sin

descartar evoluciones futuras si cambian las circunstancias, y evalúa con idéntico parámetro los

apoyos  existentes  en  ambos  hogares,  tal  como  lo  impone  la  Ley  21.430  al  exigir  decisiones

fundadas, libres de estereotipos y orientadas al bienestar del niño. 

De otro lado, la alegación de violencia institucional no se configura con la sola discrepancia

de la parte con el sentido del fallo: exigiría acreditar un patrón de trato degradante, sesgado o

arbitrario imputable al órgano jurisdiccional, extremo que no aparece en autos, pues la sentencia

es motivada, respeta el estándar de sana crítica y hace explícitos los criterios aplicados. 

La crítica adultocéntrica, centrada en agravios a la madre, desatiende el núcleo del juicio:

el bienestar del niño y la eficacia de los arreglos actuales; además, confunde la legítima búsqueda

de apoyos de cuidado con una supuesta tercerización negligente, que no ha sido demostrada. 

Por ello, el argumento de discriminación no supera un escrutinio jurídico estricto y no

autoriza a desmantelar un entorno protector que la prueba da por asentado; antes bien, aconseja

reforzar directrices prácticas —canales formales de comunicación y protocolos de traspaso— para

asegurar  transparencia,  previsibilidad  y  control,  sin  sacrificar  la  continuidad  beneficiosa  ya

constatada.

DÉCIMO CUARTO: Que,  por  todo  lo  razonado,  el  recurso  de  apelación  no  demuestra

errores de hecho o de derecho que invaliden la motivación, ni acredita, mediante prueba idónea,

que la alteración del régimen vigente resulte necesaria y proporcional para realizar de mejor modo

el interés superior del niño. 

Antes bien, del examen integral de los antecedentes se desprende que la sentencia de

primer grado respeta las reglas de la sana crítica, satisface el deber de fundamentación y aplica de

manera explícita los criterios del artículo 225-2 del Código Civil, en armonía con los artículos 1, 3 y

7 de la  Ley N°21.430, ponderando la  continuidad de cuidados,  la  estabilidad del  entorno y la

preservación de la vinculación con ambos progenitores. 

La  recurrente  no  introduce  hechos  nuevos  ni  demuestra  error  manifiesto  en  la

ponderación,  ni  satisface  el  test  de  necesidad,  idoneidad  y  proporcionalidad  exigible  para

desplazar un statu quo protector que la prueba valida. Tampoco acredita riesgos actuales, graves y

verosímiles que justifiquen un cambio inmediato del cuidado personal. 

En consecuencia, no concurriendo yerro jurídico alguno ni evidenciándose vulneración de

garantías  procesales  ni  sustantivas,  y  existiendo  una  correcta  aplicación  e  interpretación  del



derecho, se impone, conforme a derecho, el rechazo en todas sus partes del recurso de apelación

interpuesto por [Leonor], confirmándose íntegramente la sentencia de fecha uno de abril de dos

mil veinticinco. 

En mérito de lo razonado, disposiciones legales citadas y visto, además, lo dispuesto en los

artículos 186, 187, 189 del Código de Procedimiento Civil; artículos 16, 32, 66, 67 y siguientes de la

ley 19.968; artículos 222, 224, 225, 225-2 y 229 del Código Civil; artículos 1, 3, 7, 58 y 59 de la Ley

21.430, y demás normas pertinentes, se resuelve:

I.-  Que,  SE  RECHAZAN los  recursos  de Apelación  deducidos  por  [MARIO]  y  [LEONOR],

respectivamente, en contra de la sentencia definitiva dictada con fecha uno de abril de dos mil

veinticinco.

II.- Que, en consecuencia, SE CONFIRMA, sin costas de la instancia, la sentencia definitiva

dictada con fecha uno de abril de dos mil veinticinco por el Juzgado de Familia de Puerto Montt,

en causa ROL C-117-2023.

Redacción a cargo del Abogado Integrante don Darío Parra Sepúlveda.

Regístrese y devuélvase. 

Rol Familia N°168-2025.


